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“En la naturaleza nada ocurre en forma aislada. 
Cada fenómeno afecta a otro y es, a su vez, 
influenciado por éste; y es generalmente el olvido 
de este movimiento y de ésta interacción universal 
lo que impide a nuestros naturalistas percibir con 
claridad las cosas más simples” 
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Por medio de la Constitución Política de 1991 se incorporó al sistema jurídico y 
normativo colombiano el reconocimiento del Derecho al Ambiente como derecho 
fundamental, garantizando de esta forma que en todo momento los colombianos 
disfrutarían de un medio ambiente sano, dando gran importancia a la preservación 
y protección de este mismo por medio de procedimientos que sancionen así a todo 
aquel que afecte de forma negativa los ecosistemas nacionales. 
Sin embargo, en los últimos años, se ha evidenciado un aumento en la vulneración 
de los derechos ambientales y en la contaminación de recursos naturales vitales 
para las poblaciones, como lo son los ríos, quebradas, fauna, flora, entre otros; 
fenómeno que ha hecho cuestionar si el Estado colombiano cuenta con procesos 
sancionatorios eficaces que aseguren la preservación del medio ambiente y los 
recursos naturales; es por esto, que por medio del presente estudio investigativo 
se buscará brindar respuesta a la pregunta de investigación: ¿De qué manera se 
integran y desarrollan en la legislación colombiana los procesos sancionatorios 
ambientales como garantía a la preservación y protección de los recursos 
naturales y del medio ambiente? 
Lo anterior, teniendo en cuenta que las sanciones y procesos que el sistema 
judicial aplica, no solo buscan una reparación monetaria, sino que dentro de las 
sanciones impuestas se incluye la de reparar el medio ambiente o el recurso 
natural afectado, esto debido a que la carta política obliga al Estado y a los 




En este sentido, como objetivo general es el análisis de la figura jurídica del 
proceso sancionatorio ambiental como garantía jurídica para la preservación del 
medio ambiente y los recursos naturales en el derecho colombiano; al cual se le 
dará cumplimiento por medio de los objetivos específicos correspondientes 
a;I)Contextualizar los antecedentes históricos respecto al proceso sancionatorio de 
carácter ambiental a nivel nacional e internacional. II) Analizar la normatividad 
vigente relacionada con los procesos sancionatorios ambientales en Colombia; 
yIII) Determinar los parámetros jurisprudenciales de la Corte Constitucional sobre 
los procesos sancionatorios ambientales y la aplicabilidad de estos mismo por 
medio a la casuística. 
Por tal razón, en el marco de la investigación podríamos aclarar que el presente 
trabajo se fundamenta en un tipo de metodología cualitativo, con un enfoque 
hermenéutico, basándose en una investigación de tipo jurídico de carácter 
deductivo. 
De igual manera, con la finalidad de brindar una mejor comprensión al tema 
central de este estudio investigativo, es necesario conceptualizar los principales 
elementos que componen este trabajo que desarrollara en una primera parte los 
antecedentes históricos de tipo ambiental teniendo en cuenta las referencias 
nacionales e internacionales respecto al tema, de igual manera, los antecedentes 
en cuanto a la doctrina y la normatividad nacional respecto a los procesos 
sancionatorios ambientales. 




ambiental fundado en la normatividad vigente en el derecho colombiano; de igual 
manera, finalmente se ahondará en la cuestión aplicativa de la normatividad en 
cuanto a la constitucionalidad o inconstitucionalidad de cada norma que trate del 
tema de acuerdo a los análisis jurisprudenciales realizados y la aplicabilidad de la 

















Capítulo I: Antecedentes Históricos del proceso sancionatorio 
ambiental en el contexto nacional e internacional. 
Con el avance de la tecnología y la evolución de la humanidad como especie, la 
conservación del medio ambiente ha dado lugar a un cambio en las principales 
costumbres culturales y comerciales de sociedades enteras que observan como 
su principal fuente de sustento desaparece por la contaminación generada por las 
actuaciones de personas e instituciones. 
Sin embargo, con el desarrollo de la primera y segunda guerra mundial, el mundo 
comprendió que debían no solo salvaguardar la vida humana, sino que para 
asegurar un desarrollo óptimo debería proteger el ambiente; es por ello, que se 
determinaron distintos estatutos y protocolos que aseguraban la protección 
completa del medio ambiente. 
1.1 Antecedentes históricos del derecho ambiental desde un contexto 
internacional. 
Entre las principales civilizaciones que buscaron la protección del ambiente, se 
encuentra la civilización egipcia y Babilónica las cuales prescribieron que las 
zonas naturales pertenecían al pueblo, obligando a sus gobernantes a 
salvaguardar en todo momento dichas zonas. 
Otra de las civilizaciones que enfocó parte de su cuerpo político e intelectual para 




civilización fue la primera en establecer la importancia de reforestar un área, 
además de identificar la relación entre la desforestación y la erosión del suelo. 
La doctrinante Eliana Ames Vega, señala que la civilización india, estipuló ciertos 
lugares para la protección de la fauna de la región; “En India, se establecieron 
áreas naturales especialmente reservadas para la total protección de aves y otros 
animales. También se delimitaron las llamadas Abbayaranya, lugares destinados 
para que los animales pudieran vivir libremente sin ser molestados” (Ames Vega, 
2014, 223) 
Ya en el siglo VI, con la entrada en el poder del cristianismo, la primera obra en 
hablar sobre la protección del medio ambiente fue la denominada “El Digesto”; en 
esta obra se encuentra la primera definición de contaminación, concepto que pese 
a ser reformado posee los mismos principios que la conceptualización actual de 
contaminación, ahora bien para esta norma la contaminación era considerada un 
peligro debido a que “ofende las buenas costumbres quien echara estiércol a 
alguien, o le manchara con cieno o lodo, o ensuciara las aguas y contaminara las 
cañerías y depósitos u otra cosa en perjuicio público”.(Ames Vega, 2014, 223) 
Otra de las culturas que estableció en su normatividad métodos de salvaguardar la 
naturaleza, fue la española, la cual en su código denominado como “Fuero Juzgo” 
en donde se instituyeron distintas formas de garantizar la protección de 
ecosistemas; además con esta norma se encuentra una de las primeras 
legislaciones que designan una sanción contundente a aquella persona que 




restaurativa; de igual forma en el Fuero Viejo de Castilla, se estipularon distintos 
métodos y principios para la reforestación de zonas afectadas por manos 
criminales o por desastres naturales; con el Fuero de Cuenca, se decretó que todo 
aquel que ensuciara las calles debería proceder a pagar un valor equivalente a 
cinco sueldos y a limpiar las mismas; y finalmente: 
“En las Partidas del Rey Alfonso X, El Sabio (S. XIII) hay una declaración 
expresa por la cual se eleva a la categoría de valores universales y 
patrimonio común de la humanidad a las aguas de lluvia, el aire, el mar y su 
ribera; entre otras disposiciones de distintos otros Fueros, como el de Soria 
o el Real, en los que se hacía referencia al riego y las aguas y a la sanción 
de los infractores.” (Ames Vega, 2014, 223) 
Entre los años 1492 y 1789, varios países europeos junto con las colonias de las 
Américas, regularon legalmente la forma en que recursos tales como la fauna y la 
flora deberían ser explotadas y las restricciones que tendrán aquellos que se 
dedicaran a tareas como la caza, la pesca, entre otras. 
Con el surgimiento de la revolución industrial y con el amanecer nuclear a la vuelta 
de la esquina, los gobiernos de todo el mundo empezaron a determinar la 
importancia del medio ambiente para la supervivencia humana, sin embargo antes 
de que se determinara algún movimiento internacional para la protección del 
medio ambiente, el mundo es desolado por las dos grandes guerras, las cuales 
causaron que la atención se dirigiera a un enfoque armamentista que poco o nada 




Con la finalización de las dos grandes guerras, el mundo entro en un proceso de 
internacionalización, generando que distintas entidades se crearan, velando que 
tragedias como las acontecidas en la primera y segunda guerra mundial se 
volvieran a efectuar, de igual forma con este nuevo enfoque se buscó una unidad 
entre todas las naciones, haciéndola participes de las decisiones que asegurarían 
un mejor futuro; en palabras de los doctrinantes Uribe Vargas y Cárdenas 
Castañeda: 
“El fin de la Segunda Guerra Mundial marcó el comienzo de una nueva 
etapa en el proceso histórico de formación del sistema internacional, en el 
cual la comunidad internacional adoptó un carácter más universal y buscó 
algunos criterios mínimos de unificación, moldeando las estructuras del 
derecho internacional hasta la constitución y forma que poseen en la 
actualidad.”  (Cárdenas Castañeda & Uribe Vargas, 2010, p. 28) 
Este nuevo sentimiento de unidad permitió que conferencias como la programada 
por la UNESCO en 1968, se pudieran realizar; con esta conferencia se buscó 
determinar la relación que existe entre los sistemas naturales, la evolución de la 
sociedad humana y los recursos como entes limitados.  
Una vez realizada esta conferencia la cual fue nombrada como “Conferencia 
Intergubernamental de expertos para la discusión de las bases científicas de la 
utilización y conservación de los recursos de la biosfera”, los expertos y la 
comunidad internacional concluyó que existe una relación entre el avance cultural, 




naturales, del mismo modo demostró la poca información que se poseía en ese 
tiempo respecto a la cantidad exacta existente de recursos naturales. 
Tres años después de que se determinará la relación entre el desgaste de la 
naturaleza y progreso humano, la UNESCO convocó nuevamente a una reunión, 
en la cual se estableció el denominado Programa Internacional sobre el Hombre y 
la Biosfera o M&B, con el que se buscaba reunir expertos que determinarán 
soluciones efectivas frente a la problemática de la explotación de los recursos 
naturales. 
Con este programa se fundamentó de forma definitiva los pilares que sostienen el 
actual derecho ambiental, además de ser el punto de partida de las intervenciones 
de las Naciones Unidas frente a la problemática ambiental, logrando un consenso 
casi unánime sobre la importancia de proteger los ambientes naturales. 
En 1972, un nuevo avance para el derecho ambiental fue determinado por la ONU, 
pues en este año se celebró la conferencia sobre el ambiente humano, el cual 
obtuvo como resultado la firma de la Declaración Internacional sobre el Medio 
Humano, estableciendo el medio ambiente como un factor relevante para la 
agenda internacional; dicha declaración contaba con 26 principios de los cuales se 
pueden destacar los siguientes: “una moratoria de diez años a la caza comercial 
de ballenas, la prevención de descargas deliberadas de petróleo en el mar a partir 
de 1975, y un informe sobre los usos de la energía para 1975.” (Ames Vega, 2014, 
224); esta declaración es considerada como la primera norma internacional que 




Nueve años después, en 1980, la Unión Internacional de Conservación de la 
Naturaleza (IUCN); planteó la primera estrategia mundial para la preservación, con 
la cual se empiezan a establecer medidas a largo plazo y se exhorta a las 
naciones a regular la explotación de los medios naturales. Logrando de esta forma 
que más de 72 naciones establezcan en su legislación interna medios para 
proteger y prevenir la sobre explotación del medio ambiente. 
En 1983, la ONU fundó la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo, la cual tiene como objetivo principal establecer contacto con los 
distintos países que conforman las Naciones Unidas y desarrollar un informe final 
en el que se establezca la importancia y la situación del medio ambiente; informe 
que concluyó tres años después de la conformación de esta comisión, y con el 
cual se plantearon problemáticas tales como el calentamiento global y el desgaste 
acelerado de la capa de ozono, también se plantean los principios del desarrollo 
sostenible, este nuevo elemento en el derecho ambiental se puede definir como: 
“…un proceso de administración de una cartera de activos que permita 
preservar y mejorar las oportunidades que tiene la población". El desarrollo 
sostenible comprende la viabilidad económica, ambiental y social, que se 
puede alcanzar administrando racionalmente el capital físico, natural y 
humano “. (AgcidChile, s.f., párr. 14) 
Con los avances realizados gracias al informe de la Comisión Mundial sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo, la Organización de Naciones Unidas, determinó 




medio ambiente, es por ello que, en 1992, se llevó a cabo la Cumbre de la Tierra o 
Cumbre de Rio, dicho nombre se debe a que esta cumbre se realizó en Rio de 
Janeiro. 
Con esta cumbre la ONU resaltaba lo señalado hacía más de veinte años en la 
primera cumbre sobre medio ambiente en Estocolmo, y situó al ser humano como 
centro de los problemas y como la única solución para los problemas ambientales; 
finalmente gracias a esta cumbre se firmaron las siguientes declaraciones y 
demás compromisos para lograr un desarrollo sostenible. 
• La Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, con 27 
principios; 
• El Programa 21, un plan de acción para llevar el desarrollo y el medio ambiente 
al siglo XXI, denominado Agenda 21; 
• El Convenio Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(UNFCC); 
• El Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB); 
• La Comisión sobre el Desarrollo Sostenible (CDS); 
• El Acuerdo para negociar un Convenio Mundial de Desertificación; y 
• La Declaración de Principios para el Manejo Sostenible de los Bosques. 
Con el gran avance que se consiguió en la cumbre de 1992 y buscando una mayor 
relevancia para el desarrollo sostenible, se celebró la Cumbre Mundial sobre el 




celebrada en Johannesburgo, del 03 al 14 de junio de 1992, en esta nueva reunión 
se; 
“hizo el análisis de los avances de la Cumbre de Rio y su objetivo era 
centrar la atención del mundo y la acción directa en la resolución de 
desafíos tales como la mejora de la calidad de vida de los seres humanos y 
la conservación de los recursos naturales, además presentó una 
oportunidad para la adopción de medidas concretas y la identificación de 
objetivos cuantificables para una mejor ejecución del Programa 21.” (Ames 
Vega, 2014, 225) 
Finalmente, en 2012 se realizó una nueva cumbre denominada como Rio + 20, la 
cual se desarrolló nuevamente en Rio de Janeiro y tuvo como objetivo principal el 
observar los avances logrados desde la primera cumbre de Rio, así como la de 
implementar de forma paulatina una economía verde. 
Con esto concluye el análisis de la evolución del derecho ambiental, en el ámbito 
internacional, cabe resaltar que desde 1972 hasta la actualidad la ONU ha 
buscado en todo momento mitigar el daño ocasionado por el ser humano al medio 








1.2 Antecedentes históricos del derecho ambiental desde un contexto 
nacional. 
El derecho ambiental sancionatorio corresponde a cada uno de los procesos y 
procedimientos preventivos y correctivos que deben ser aplicados con la finalidad 
de resarcir o enmendar el daño ocasionado por uno o más infractores al medio 
ambiente y sus recursos naturales, para lo cual el presente capítulo se centrará en 
las normas aplicables en el Estado Colombiano. Por consiguiente; se realizará una 
adecuación típica de la normatividad que en la actualidad reglamenta el caso sub 
examine: 
En este sentido, se destaca la génesis de los postulados sancionatorios del 
derecho ambiental correspondiente al artículo 17 de la Ley 23 de 1973 en donde 
se establece: “Será sancionable conforme a la presente ley, toda acción que 
conlleve Contaminación del medio ambiente… (...)”(Ley 23, 1973, art 17), en 
donde se incorporan los principales lineamientos dogmáticos que permiten 
dilucidar con mayor claridad el contexto de la “contaminación ambiental”, la cual se 
explica en el artículo 4º de la Ley en cita, en el siguiente sentido;  
“Se entiende por contaminación la alteración del medio ambiente por 
sustancias o formas de energía puestas allí por la actividad humana o de la 
naturaleza en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir 
con el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, 
degradar la calidad del medio ambiente o afectar los recursos de la Nación 




No obstante, es de suma importancia tener en cuenta que mediante la Ley 23 de 
1973 se estableció el deber de sancionar a las personas o colectividades que 
mediante sus acciones afecten el medio ambiente, mas no se tuvo en 
consideración la incorporación o estipulación del proceso ambiental aplicable.  
Posteriormente, y con las facultades dadas por la ley anteriormente mencionada 
se expidió el Decreto 2811 de 1974 por el cual se incorpora al sistema jurídico 
colombiano el “Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 
Protección al Medio Ambiente” en donde se instituye de manera reiterada el deber 
de sancionar, omitiendo sin embargo la reglamentación del proceso aplicable.  
Es decir, se evidencia la intención de sancionar a todo aquel que afecte el medio 
ambiente, pero sigue existiendo un vacío legal en cuanto al procedimiento o 
proceso exacto de cómo debe aplicarse la sanción para cada caso en particular, 
por consiguiente, en relación con el inadecuado uso de aguas se establece 
mediante el artículo 163 del decreto en cita en donde se contempla;  
“El que infrinja las normas que rigen las concesiones de aguas de uso 
público y las reglamentaciones del uso de aguas públicas o privadas de que 
trata este Código, incurrirá en las sanciones previstas en las leyes, en los 
reglamentos y en las convenciones” (Decreto 2811, 1974, art 163) 
De igual manera, en relación con la reglamentación correspondiente al ejercicio de 
la pesca se contempla el deber de sancionar de la siguiente manera; “Sin perjuicio 




sobre la pesca acarreará el decomiso de los productos e instrumentos y equipos 
empleados para cometerla y, si lo hubiere, de la suspensión o cancelación del 
permiso”.  (Decreto 2811, 1974, art 284) 
Finalizando, con el artículo normativo que de manera general establecía el 
régimen sancionatorio en el antiguo código, el cual se encontraba incorporado 
mediante el articulo 339 en el siguiente contexto; “La violación de las normas que 
regulan el manejo y uso de los recursos naturales renovables hará incurrir al 
infractor en las sanciones previstas en este Código y, en lo no especialmente 
previsto, en las que impongan las leyes y reglamentos vigentes sobre la materia”. 
(Decreto 2811, 1974, art 339). 
1.2.1 Evolución de la normatividad nacional sobre el derecho ambiental 
sancionatorio hasta la constitución de 1991. 
Por medio de la Ley 23 de 1973 se expidió el anterior Código de Recursos 
Naturales y protección al medio ambiente por medio del cual se buscó prevenir y 
controlar la contaminación de los recursos naturales de carácter renovable; en 
contexto con el cuidado en la salud y bienestar de todas las personas que habitan 
el territorio nacional. (Ley 23, 1973, art 1º) 
Por consiguiente, por medio del artículo 17 de la Ley 23 de 1973 se incorporó la 
facultad para sancionar toda acción que conlleve a la contaminación del medio 




Decreto 2811 de 2011 Por medio del cual se establece el ambiente como 
patrimonio propio común; en donde el Estado y los particulares deben participar en 
la preservación y manejoadecuado de los recursos que lo conforman por ser de 
utilidad pública e interés social. (Decreto 2811, 1974, art 1º) 
De igual manera, en el artículo 339 se establecen las sanciones correspondientes 
para los casos de violación de las normas que reglamentan el adecuado manejo y 
uso de los recursos naturales renovables y no renovables. (Decreto 2811, 1974, 
art 339) 
No obstante, el análisis evolutivo del sistema normativo existente sobre derecho 
ambiental se ha de consolidar con los postulados constitucionales y su 
consecuente desarrollo legislativo. 
1.2.1.1Primeros indicios del establecimiento de un procedimiento 
sancionatorio ambiental según el Decreto 1681 de 1978. 
No obstante, al igual que en la mencionada Ley 23 de 1973 en el Decreto 2811 de 
1974 también se omitió legislativamente el deber de estipular un régimen 
sancionatorio claro y preciso. 
En este contexto, se evidencio de manera flagrante la ausencia procedimental y 
en consecuencia se buscó subsanar el error cometido por medio de la expedición 
del Decreto 1681 de 1978 en donde se adiciona al artículo 18 de la Ley 23 de 
1973 al establecerse por medio del articulo 177 el tipo de sanciones aplicables las 




($500.000), clausura temporal del establecimiento o cierre definitivo” (Decreto 
1681, 1978, art 177) 
Por eso con este decreto 1681 de 1978 por el cual se reglamenta la parte X del 
libro II del decreto ley 2811 de 1974 que trata de los recursos hidrobiológicos, se 
estipula el procedimiento y las sanciones respectivas a los asuntos donde sean 
vulnerados los recursos hídricos, de acuerdo a esto se establece con este decreto 
un lineamiento de aplicabilidad de procesos sancionatorios de carácter policivo en 
cuanto a este recurso. 
Así, se identificaba en el Capítulo XII donde se establecía el procedimiento para la 
aplicación de sanciones de carácter policivo, en donde se atribuía el deber de 
denunciar a toda persona que tuviese conocimiento sobre el acaecimiento de 
actividades que afectaran el medio ambiente en cuanto a recursos hidrobiológicos; 
(Decreto 1681, 1978, art 197), de igual manera, en relación con el funcionario que 
recepcionaba la queja se le concedía un término correspondiente a cuarenta y 
ocho horas (48) para dar inicio a las actividades correspondientes al inicio de la 
función investigativa, en donde debía citar al presunto infractor para que ejerciera 
su derecho a la defensa, recibir prueba testimonial de las personas que tengan 
algún tipo de conocimiento al respecto y realizar una visita al lugar en donde se 
aduzca se ha cometido la infracción ambiental. (Decreto 1681, 1978, art 198). 
En este sentido, una vez recibida la actuación le correspondía al funcionario 
correspondiente la emisión del auto principal en donde debe estipular; nombre y 




persona, lugar en donde se ha cometido la infracción y los hechos que dan lugar a 
la vulneración de los derechos ambientales y por último la debida notificación a la 
persona o personas que se están investigando (Decreto 1681, 1978, art 199), lo 
anterior, dará lugar a la citación del infractor o de su defensor en un término que 
no podrá exceder de los tres (03) días siguientes a la fecha de la recepción de la 
notificación la cual deberá ser preferiblemente de manera personal, no obstante, 
en caso de no ser posible se deberá realizar mediante edicto que deberá fijarse en 
un lugar visible de la secretaria de la oficina del Instituto Nacional de los Recursos 
Naturales Renovables y del Ambiente por el término correspondiente a cinco (05) 
días, la cual se entenderá realizada al cumplimiento del anterior tiempo. (Decreto 
1681, 1978, art 200). 
Así, en el desarrollo de la audiencia se deberán exponer los cargos y descargos 
de los hechos aducidos, se realizarán los debidos interrogatorios de los testigos 
presentados lo que se deberá estipular mediante un acta que contenga la 
información de toda las actividades realizadas en la audiencia; (Decreto 1681, 
1978, art 201), la cual podrá celebrarse con o sin la presencia del contraventor o 
del defensor de oficio que de manera previa le hubiera sido nombrado (Decreto 
1681, 1978, art 202), finalizando de esta manera con una providencia mediante la 
cual se estipularan las “Normas contravenidas y expresión de la sanción a que 
haya lugar, y fijación del término dentro del cual debe cumplirse lo prescrito, en 
caso de ser hallado culpable el denunciado” (Decreto 1681, 1978, art 205, núm. 4), 




recurso de reposición ante el funcionario que la profiere y el recurso de apelación 
ante el respectivo superior jerárquico. (Decreto 1681, 1978, art 206)   
ETAPA INICIAL: 
Se debe presentar ante: 
• INSTITUTO NACIONAL DE LOS RECURSOS RENOVABLES Y DEL 
MEDIOAMBIENTE (INDERENA) 
• ALCALDÍA 
• INSPECTOR DE POLICÍA 
ETAPA Nª01: Se realiza imposición de medida preventiva e investigación de los hechos 
(48 horas) se remite a la autoridad ambiental competente.  
ETAPA Nº 02: Se expide auto por parte de la autoridad competente y se cita audiencia al 
infractor 
ETAPA Nª 03: Se realiza audiencia donde se hace la lectura de cargos, descargos e 
interrogatorio de testigos, se levanta acta de la misma.  
ETAPA Nº 04: Finalizando de esta manera con una providencia mediante la cual se 
estipularán las “Normas contravenidas y expresión de la sanción a que haya lugar, y 
fijación del término dentro del cual debe cumplirse lo prescrito. 
Tabla 1: Procedimiento Para La Aplicación De Sanciones De Carácter Policivo 
Establecido En El Decreto 1681 De 1978.Fuente: Elaboración propia.(Bautista, 2019) 
 
1.2.2 Evolución de la normatividad nacional sobre el derecho 
ambiental sancionatorio en el marco de la constitución de 1991. 
El fundamento jurídico de carácter constitucional se encuentra instituido en el 
segundo párrafo del artículo 80 de la norma constitucional en donde se contempla 




imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados”. 
(Constitución Política, 1991, art 80, párr. 2º) 
Por medio del cual se busca de manera principal una preservación ambiental de 
carácter sostenible en virtud de la conservación y restauración de los daños 
causados. 
Ley 99 de 1993 (SINA) 
Se constituye como una de las normas más importantes del Derecho Ambiental en 
Colombia por medio del cual se “Crea el Ministerio del Ambiente y los Recursos 
Naturales y se constituye el Sistema Nacional Ambiental”, en donde se ha 
establecido como finalidad crear un sistema normativo claro, expreso y fidedigno 
mediante el cual se pueda garantizar un sistema integral de gestión ambiental. 
En este contexto, en materia del régimen sancionatorio mediante el artículo 27 de 
la Ley 99 de 1993 se le atribuye a las corporaciones Territoriales del Ambiente la 
facultad de; “Imponer y ejecutar la medidas policivas y demás sanciones previstas 
en la ley, en caso de violación a las normas de protección ambiental y manejo de 
los recursos naturales y exigir, conforme a la ley, la reparación de los daños 
causados”. (Ley 99, 1993, art 27, párr. 9) 
Lo que se reitera en el Título X: De las sanciones contentivas de los artículos 37 a 
39 de la Ley 99 de 1993; en donde se le atribuye al Ministerio del Ambiente y de 
los recursos naturales, los institutos y las corporaciones territoriales del ambiente 




tipo ambiental. (Ley 99, 1993, art 37), quienes deberán de igual manera realizar la 
respectiva denuncia penal en los eventos en los que se tipifique una conducta 
delictiva. (Ley 99, 1993, art 38). 
Así mismo, mediante la Ley 99 de 1993 se identifica el tipo de sanciones 
aplicables al infractor de las normas de protección ambiental, las cuales deberán 
ser motivadas de acuerdo a los hechos y la gravedad del daño causado, las 
cuales pueden ser sanciones o medidas preventivas. 
En este sentido, las medidas preventivas podrán ser: “Decomiso preventivo de 
individuos, especímenes o productos y de los implementos utilizados para cometer 
la infracción o la suspensión de la obra o actividad, cuando su prosecución pueda 
derivarse daño o peligro para los recursos naturales o la salud humana, o cuando 
la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión licencia o 
autorización” (Ley 99, 1993, art 39) y las sanciones podrán ser; “Amonestación, 
Multa diaria hasta por la suma equivalente a 300 salarios mínimos mensuales 
liquidados al momento de dictarse la respectiva resolución, suspensión del registro 
o de la licencia o el cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o 
servicio respectivo y revocatoria o caducidad del permiso o concesión”.(Ley 99, 
1993, art 39) 
Estableciendo de esta manera el procedimiento aplicable según el reglamento que 
se encuentre vigente para el momento de la ocurrencia de los hechos constitutivos 




Por consiguiente, por medio del siguiente gráfico se expondrán las instituciones 
que se han constituido como autoridades ambientales según el SISTEMA 
NACIONAL AMBIENTAL – SINA. 
 
Ilustración 1: Jerarquía De Autoridades Ambientales "SINA"Fuente: Elaboración 
propia (Bautista, 2019). 
Finalmente, por medio de la Ley 1333 de 2009 se incorpora de manera especial el 
fundamento normativo en donde se establece el procedimiento sancionatorio 
ambiental que de manera expedita se ha constituido para prevenir y corregir las 




Sobre esta ley se profundizará en el siguiente capítulo donde se establecerá la 



















Capítulo II. El procedimiento sancionatorio ambiental. 
En la revisión del estado del arte sobre el tema en investigación ha sido posible 
identificar los siguientes aportes académicos: 
En primer lugar, se destaca la reciente investigación de Tobón, Murillo, Correa y 
Zárate (2018) titulada: “El procedimiento sancionatorio ambiental: análisis de una 
metodología que sigue en construcción” por medio de la cual buscan; “Analizar los 
criterios técnicos de la metodología para el cálculo de sanciones por infracción a la 
normativa ambiental, acogida por la Resolución 2086 de 2010, con el fin de 
identificar y proponer acciones de mejora, teniendo en cuenta las debilidades 
identificadas en la misma”  
En donde realizan un especial énfasis respecto a la sanción de trabajo 
comunitario; debido a que no se encuentra estipulada una reglamentación clara en 
donde se especifiquen las actividades o procedimientos que deberá realizar la 
persona sancionada para poder corregir las actuaciones por medio de las cuales 
realizó la infracción medio ambiental. 
Por otra parte, se identifica el artículo “La teoría de la infracción ambiental en 
Colombia desde una concepción funcionalista del derecho penal” realizado por 
Jesús María Acevedo Magaldi (2013) en donde se destaca el sistema normativo 
contenido en la Ley 99 de 1993 y la Ley 1333 de 2009 en donde a juicio del autor; 
“no se ha brindado la importancia suficiente al desarrollo de los elementos 




propositivo consistente en determinar con mayor claridad las conductas que se 
han de constituir como infracciones a los elementos del medio ambiente que como 
consecuencia serán sancionadas por el derecho ambiental y por el derecho penal. 
Así mismo, se destaca el artículo de investigación realizado por Hinestroza, 
Cuesta, Cossio y  Mena (2012) titulado: “Estudio jurídico sobre la aplicación del 
proceso sancionatorio ambiental para la protección de la fauna silvestre en tres 
municipios del departamento del Chocó, 2005-2010” en donde por medio de un 
importante estudio de casos realizado en  Istmina, Riosucio y Quibdó se evidenció 
una preocupante falta de consolidación y aplicación del régimen sancionatorio de 
carácter ambiental derivado de la falta de potestad sancionatoria por parte de la 
Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó, 
“Codechocó” quien no se encontraba cumpliendo con las disposiciones normativas 
que de manera previa se habían establecido en la Ley 99 de 1993 y la Ley 1333 
de 2009. 
2.1 Procedimiento sancionatorio ambiental en la actualidad (Ley 1333 
de 2009) 
Mediante la Ley 1333 de 2009 se ha incorporado en el ordenamiento jurídico 
colombiano la estipulación legislativa por medio de la cual se ha buscado instituir 
el régimen sancionatorio que se debe aplicar en el territorio nacional frente a 




En primer lugar, se debe destacar que en Colombia la titularidad de la potestad 
sancionatoria en materia ambiental se encuentra atribuida al Estado (Ley 99, 1993, 
art 1º), lo anterior, teniendo en cuenta que “En materia ambiental, se presume la 
culpa o el dolo del infractor, lo cual dará lugar a las medidas preventivas. El 
infractor será sancionado definitivamente si no desvirtúa la presunción de culpa o 
dolo para lo cual tendrá la carga de la prueba y podrá utilizar todos los medios 
probatorios legales”. (Ley 99, 1993, art 1º, párr.). 
Función de la sanción y de las medidas preventivas en el régimen 
sancionatorio ambiental. 
Las sanciones de tipo administrativo en el derecho sancionatorio ambiental deben 
cumplir funciones preventivas, correctivas y sancionatorias con el objetivo de 
brindar una efectiva protección a los postulados constitucionales, legales y del 
derecho internacional que se ha instituido con la finalidad de brindar un escenario 
de protección jurídica al medio ambiente.  
Por otra parte, mediante las medidas preventivas se busca prevenir, impedir o 
evitar que se continúe con la realización de actuaciones que afecten el sistema 
ambiental o se genere la ocurrencia de nuevas actuaciones que conciba algún tipo 
de infracción al derecho ambiental en Colombia.  
Perdida de ejecutoria y caducidad de la acción sancionatoria 
ambiental. 
Las acciones sancionatorias de tipo ambiental caducan dentro de un término 




constitutiva de la infracción, no obstante, frente a situaciones de hechos que 
perduren en el tiempo; el término de caducidad iniciará a partir del último día en el 
que se hubiere generado el daño. (Ley 1333, 2009, art 10) y respecto a la fuerza 
de ejecutoria las sanciones impuestas y no ejecutadase deberá tener en cuenta el 
término que se encuentra estipulado en el artículo 66 de la Ley 1437 de 2011 
correspondiente a cinco (05) años. (Ley 1333, 2009, art 11) 
Régimen de imposición de medidas preventivas. 
El procedimiento establecido para la imposición de medidas preventivas se inicia 
con el conocimiento o la acción de oficio del funcionario competente en donde se 
presuma la existencia de algún hecho mediante el cual se identifique la ocurrencia 
o amenaza en contra del medio ambiente. 
En este contexto, una vez el funcionario compruebe y fundamente la necesidad de 
imponer la medida preventiva deberá proceder a realizarla por medio de acto 
administrativo debidamente motivado. (Ley 1333, 2009, art 12) 
No obstante, en lo relativo a los casos de flagrancia le corresponderá a la 
autoridad ambiental competente imponer medidas cautelares de manera inmediata 
con la finalidad de garantizar que el infractor comparezca al proceso sancionatorio. 
(Ley 1333, 2009, art 14), en el cual deberán exponerse mediante acta los motivos 
que la justifican determinándose de manera clara y fidedigna él; “lugar, fecha y 
hora de su fijación; funcionario competente, persona, proyecto, obra o actividad a 
la cual se impone la medida preventiva” (Ley 1333, 2009, art 15), la cual deberá 
 
legalizarse con posterioridad a través de un acto administrati
mayor a tres (03) días. 
En este contexto, la actuación deberá continuar una vez emitido el acto 
administrativo en un término máximo de diez (10) días, por medio del cual se 
examinará la existencia de mérito para dar inicio al procedimie
tipo ambiental.  
No obstante, en el sistema normativo de la Ley 1333 de 2009 se han establecido 
las medidas de carácter preventivo que se han de aplicar en los procesos 
sancionatorios con el fin de evitar un mayor perjuicio en la inte
recursos naturales derivados del daño ambiental.
Ilustración 2: Medidas De Preventivas Del Proceso Sancionatorio Ambiental.
Elaboración propia. (Bautista, 2019)
vo en un término no 










De igual manera, es de suma importancia ilustrar sobre el procedimiento 








Se da inicio: a petición de parte, de oficio o a consecuencia de 
una medida preventiva. 
FORMULACIÓN DE 
CARGOS 
(05 días) la entidad ambiental emitirá el pliego de cargos tendrá 
que notificarse personalmente o por edicto.  
DESCARGOS (10 días hábiles) directamente o mediante apoderado el infractor 
presentara los descargos y solicitara pruebas. 
PRACTICA DE 
PRUEBAS 
(30 días, prorrogables una vez) la autoridad ambiental ordena la 





(15 días hábiles) mediante acto administrativo se declara o no la 
responsabilidad del infractor y se impondrá la sanción, se 
procederá a la notificación y publicidad de dicho auto 
administrativo. 
Tabla 2: Procedimiento Sancionatorio Ambiental. Fuente: Elaboración propia (Bautista, 
2019) 
Indagación preliminar. 
El procedimiento sancionatorio ambiental se inicia por medio de la “Indagación 
preliminar”; la cual se encuentra establecida en el artículo 17 de la Ley 1333 de 
2009 en donde se busca establecer si existe o no mérito para dar inicio al 
procedimiento sancionatorio; por medio de la verificación de la ocurrencia de la 
conducta o la existencia de alguna causal de eximente de responsabilidad; donde 
la autoridad de investigación no podrá tardar más de seis (06) meses lo que podrá 




En este contexto, la iniciación del proceso sancionatorio se podrá realizar de oficio 
o a petición de parte derivado de la imposición de una medida preventiva y su 
posterior motivación mediante acto administrativo en donde se indica la iniciación 
del procedimiento administrativo correspondiente para verificar la ocurrencia de los 
hechos o formular descargos en los eventos de flagrancia o confesión. (Ley 1333, 
2009, art 18), teniendo en cuenta que todas las actuaciones que se adelantan en 
el proceso sancionatorio deberán notificarse. (Ley 1333, 2009, art 19). 
Dado el carácter público que revierte el proceso sancionatorio de tipo ambiental 
cualquier persona podrá intervenir para aportar las pruebas que considere 
necesarias o brindar apoyo al funcionario competente, contando de igual manera 
con la cooperación de la policía de control y vigilancia ambiental. (Ley 1333, 2009, 
art 20). 
Así mismo, frente a hechos constitutivos de infracciones de tipo penal, 
administrativo o disciplinario, le corresponderá al funcionario competente remitir 
las respectivas copias a la autoridad que le corresponda el conocimiento en el 
área determinada, lo que no afectará de ninguna manera el procedimiento 
sancionatorio ambiental que se encuentra en curso.   
En este sentido, una vez iniciado el proceso se podrá cesar el procedimiento 
cuando falleciere el investigado en los casos de corresponder a una persona 
natural, frente a la inexistencia del hecho investigado, cuando la conducta no sea 
imputable al presunto infractor o cuando la actividad sea legal.  (Ley 1333, 2009, 




excepción de la causal de fallecimiento del presunto infractor, teniendo en cuenta 
su motivación por medio de acto administrativo frente al cual procederá recurso de 
reposición. (Ley 1333, 2009, art 23) 
Formulación de cargos. 
Una vez superada la etapa de indagación preliminar y ante la existencia de 
méritos para continuar con la etapa investigativa, le corresponderá a la autoridad 
ambiental realizar la formulación de cargos por medio de acto administrativo 
debidamente motivado; en donde se debe exponer de manera clara las acciones u 
omisiones que constituyen vulneración al sistema normativo ambiental, el cual 
deberá ser notificado personalmente dentro de los cinco (05) días siguientes a la 
formulación del pliego de cargos, no obstante, en los casos en los que no es 
posible la notificación personal se deberá notificar por edicto dentro del mismo 
término. (Ley 1333, 2009, art 24) 
Descargos. 
El presunto infractor deberá presentar sus descargos en ejercicio de su derecho a 
la defensa en un término máximo de diez (10) días hábiles siguientes a la 
notificación del pliego de cargos, el cual deberá presentarse por medio escrito y 
hacer alusión a las pruebas que pretende incorporar al proceso dentro del 





Una vez cumplido el término otorgado para la presentación de descargos, 
corresponderá seguir con la práctica probatoria solicitada por las partes que 
cumplan con los requisitos procesales de pertinencia, conducencia y necesidad. 
De igual manera, la autoridad competente podrá solicitar de oficio las pruebas que 
considere pertinentes para resolver el caso en estudio, las cuales deberán 
practicarse en un término de treinta (30) días que podrán prorrogarse mediante 
oficio motivado por una sola vez por un periodo máximo de sesenta (60) días.  
No obstante, en los eventos en los cuales se niegue la práctica de pruebas se 
podrá interponer recurso de reposición en contra del correspondiente acto 
administrativo. (Ley 1333, 2009, art 26) 
Determinación de responsabilidad e imposición de sanción. 
Una vez transcurridos quince (15) días hábiles a la presentación de descargos o la 
etapa probatoria, le corresponderá a la autoridad ambiental competente la emisión 
del acto administrativo mediante el cual se establece o no la existencia de 
responsabilidad y la respectiva imposición de sanciones frente a las cuales 
hubiere lugar. (Ley 1333, 2009, art 27), el cual deberá ser notificado al interesado 
y los terceros intervinientes en cumplimiento de la normatividad contencioso 





Será procedente el recurso de reposición en contra de los actos administrativos 
mediante los cuales se finaliza una investigación sancionatoria de tipo ambiental y 
en los casos de existir un superior jerárquico procederá recurso de apelación, en 
cumplimiento de los requisitos y términos estipulados en el Código Contencioso 
Administrativo. (Ley 1333, 2009, art 29), los cuales quedaran en firme en los 
eventos de no presentarse ningún recurso. 
Determinando de esta manera, el régimen procedimental sancionatorio de tipo 
ambiental que en la actualidad se aplica a las personas naturales o jurídicas que 











Capítulo III: Parámetros jurisprudenciales de la Corte 
Constitucional respecto al régimen sancionatorio en el Derecho 
Ambiental colombiano. 
La Corte Constitucional por medio de las facultades que le han sido atribuidas en 
virtud del artículo 241 de la Constitución Política de 1991 a quien se le ha confiado  
“la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución” (Constitución Política, 
1991, art 241), se ha pronunciado en diversas providencias a partir del año 2009 
correspondiente a la fecha de expedición de la Ley 1333 de 2009 en donde se 
incorpora al ordenamiento jurídico el procedimiento ambiental de tipo 
sancionatorio en Colombia. 
Por consiguiente, mediante el presente capítulo se analizarán de manera detallada 
cada uno de los pronunciamientos jurisprudenciales realizados por la Corte 
Constitucional, los cuales se sintetizan a continuación: 
3.1 Análisis de las sentencias de constitucionalidad. 
“La presunción de culpa o dolo en el procedimiento sancionatorio ambiental” 
Sentencia C 595 de 2010. 
En dicha providencia la Corte Constitucional resolvió una demanda de 
inconstitucionalidad en contra del parágrafo del artículo 1º y del parágrafo 1º del 
artículo 5º de la Ley 1333 de 2009, decidiendo que a partir del postulado legal 
mediante el cual en materia ambiental se “presume” la existencia de culpa o dolo 




culpa o dolo deben corresponder a criterios de responsabilidad subjetiva, en 
donde debe primar el deber de la administración de desvirtuar la presunción de 
inocencia como requisito indispensable para la imposición de cualquier tipo de 
sanción, siendo concordante tal medida con el principio de la buena fé.  
En suma, la corporación consideró que la presunción de culpa o dolo establecida 
en el procedimiento sancionatorio ambiental se encaja dentro de las denominadas 
presunciones legales -iuris tantum-, toda vez que admiten prueba en contrario, en 
esa medida, hasta antes de imponerse la sanción definitiva, el presunto infractor 
podrá desvirtuar la presunción utilizando todos los medios probatorios legales”. 
Medidas preventivas en el procedimiento sancionatorio ambiental” 
Sentencia C 703 de 2010. 
Se solicitó la declaratoria de inconstitucionalidad de los artículos 32 (parcial), 36 
(parcial), 38, 39, 40 (parcial), 43, 44, 45, 46, 47, 48, y 49 de la Ley 1333 de 2009, y 
al respecto la Corte Constitucional desestimó la petición en comento, 
estableciendo para dicha decisión en primera medida las acusaciones que tienden 
a explicar la inconstitucionalidad de disposiciones relativas a las medidas 
preventivas que se pueden aplicar en materia ambiental, y por otra parte de los 
reparos frente a cada una de las sanciones que las autoridades ambientales están 
autorizadas para imponer. Realizó un acucioso análisis del artículo 80 de la 
Constitución Política de 1991, que al respecto establece el deber del Estado en 
prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, así como de imponer las 




lo anterior el fundamento general de un tejido preventivo que llega a obtener un 
especial significado frente al medio ambiente, para cuyo resguardo se le confiere 
una singular importancia a la prevención de daños medioambientales.  
Luego así las cosas, la Corte Constitucional refiere que el fundamento de la 
potestad sancionadora de la administración, actualmente se encuentra en una 
pluralidad de disposiciones constitucionales que van desde el señalamiento de los 
fines del Estado, contemplados en el artículo 2º, hasta el establecimiento, en el 
artículo 29, de los principios que guían la función administrativa, así como el 
principio de eficacia, pasando por el artículo 29 superior que, al estatuir la 
aplicación del debido proceso “a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas”, reconoce, de modo implícito, que la administración está facultada 
para imponer sanciones, sin que pueda vulnerarse con dicho derecho el de la 
defensa y buena fé, resaltando que lo primordial de una norma de carácter 
ambiental es que discurre a la naturaleza no sólo como un objeto de apropiación 
privada o social sino como un bien jurídicamente tutelable. 
La relación normativa entre la naturaleza y la sociedad se transforma”, de manera 
tal que “el pensamiento ecológico y las normas ambientales implican entonces un 
cambio de paradigma, que obliga a repensar el alcance de muchas de las 
categorías jurídicas tradicionales, ya que la finalidad del derecho se amplía” y el 
ordenamiento jurídico ya no sólo buscará regular las relaciones sociales sino 




el impacto de las dinámicas sociales sobre los ecosistemas, así como la 
repercusión del medio ambiente en la vida social.(sentencia C703 de 2010) 
“Las medidas compensatorias en el procedimiento sancionatorio ambiental” 
Sentencia C 632 de 2011 
Se centra en la solicitud de declaratoria de inconstitucionalidad de los artículos 31 
y 40 (parcial) de la Ley 1333 de 2009, los cualesdesarrollan las medidas 
compensatorias al interior del procedimiento sancionatorio ambiental en Colombia, 
y en dicha providencia el máximo tribunal constitucional específica y analiza cada 
uno de los fundamentos de la demanda, haciendo énfasis en la medidas 
preventivas  y compensatorias, para concluir que estas mismas responden a un 
hecho, situación o riesgo que según el caso y de acuerdo con la valoración de la 
autoridad competente, afecte el medio ambiente.  
Ahora bien, la corporación en comento aclara que dichas medidas son utilizadas 
como primera instancia con el fin de buscar el cese de la situación que este 
causando el deterioro ambiental, dando por sentado que estas medidas no 
constituyen como tal una sanción, sino que su finalidad es la de lograr la 
recuperación, rehabilitación o restauración de los sistemas ecológicos que han 
sido degradados, dañados o destruidos como consecuencia de una infracción 
ambiental, las cuales debe acatar el infractor con inmediatez, razón por la cual no 
puede evidenciarse dualidad de sanción alguna. Igualmente aclara que las 
medidas en comento son sometidas a controles administrativos y jurisprudenciales, 




internacional, con el propósito de hacer efectivo el principio de proporcionalidad de 
la ley, por parte de las autoridades ambientales. 
“Medidas preventivas en materia ambiental y su carácter no sancionatorio” 
Sentencia C 364 de 2012 
La Corte Constitucional, resolvió demanda de inconstitucionalidad formulada 
contra el artículo 47 de la Ley 1333 de 2009, que el accionante considera vulnera 
los artículos 29 y 58 de la Carta Magna. 
En ese sentido, la corporación aclaró que existe una diferencia entre la sanción de 
decomiso y la figura denominada extinción de dominio consagrada en el artículo 
34 de la Constitución Política, considerando que no vulnera de ninguna manera el 
derecho a la propiedad que se encuentra consagrado en el artículo 58 superior. 
Por consiguiente, es preciso destacar que el “decomiso administrativo definitivo 
como sanción ambiental responde a un fin constitucionalmente admisible como lo 
es la preservación del medio ambiente, es adecuado para cesar la infracción 
ambiental y/o evitar la consumación de un daño al medio ambiente siempre que su 
imposición sea el resultado del debido proceso administrativo descrito y su 
aplicación responda a los principios de proporcionalidad y excepcionalidad”. (Corte 
Constitucional, Sentencia C 634 de 2012). 
“Las infracciones en materia ambiental” Sentencia C 219 de 2017 
En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad se demandó el artículo 5° 




emanados de la autoridad ambiental competente”, por considerar el accionante 
que dicho precepto se encuentra en contravía del debido proceso. 
La corporación constitucional consideró que en la expresión demandada el 
legislador no faculta a la administración para crear nuevas infracciones 
administrativas, toda vez que se encuentran establecidas en el sistema de leyes 
anteriormente mencionado, sino que lo previsto en precepto demandado hace 
alusión a las distintas maneras de infracción en materia ambiental, y que los actos 
administrativos proferidos por autoridad ambiental competente, bien sean de 
carácter general como los reglamentos, o de índole particular como las licencias, 
concesiones y permisos otorgados a los usuarios del medio ambiente y de los 
recursos naturales, deben respetar lo establecido en la ley, pudiendo derivarse de 
su desconocimiento infracciones en materia ambiental sin que con ello pueda 
entenderse que la administración crea la conducta sino que esta se deriva del 
mismo mandato legal. 
 
3.2 Presentación de casos especiales en relación a los procesos 
sancionatorios ambientales. 
Por medio de la siguiente presentación de casos se realizará una 
contextualización fáctica de los procesos sancionatorios de carácter ambiental que 
se han adelantado por las corporaciones en contextualización con la aplicabilidad 





Resolución 042 de 2013 (CORPONARIÑO) 
La autoridad ambiental CORPONARIÑO realiza incautación de madera aserrada 
que era trasportada sin el correspondiente salvoconducto de movilización por el 
señor LUIS ALFREDO MUÑOZ. En este caso como medida preventiva se toma la 
decisión por parte de la autoridad ambiental el decomiso preventivo de 219 
unidades de madera aserrada sin salvoconducto de movilización. 
En el escrito de formulación de cargos teniendo en cuenta el Decreto 1791 de 
1996 artículo 74 “todo producto forestal primario que entre, salga o se movilice en 
el territorio nacional debe contar con su salvoconducto que ampare su 
movilización” se entiende de acuerdo a los hechos que en efecto se ha vulnerado 
el presente decreto. 
De este modo el presunto infractor presenta sus descargos donde manifiesta que 
a la fecha del decomiso de la madera la entidad ambiental CORPONARIÑO no 
constaba con la papelería para la expedición de dicho salvoconducto, de igual 
modo argumenta que es una persona de escasos recursos económicos y las 
unidades de madera provienen del intercambio de alimentos de primera necesidad, 
para esto presenta las pruebas correspondientes. 
En razón a lo anterior la autoridad ambiental CORPONARIÑO siguiendo los 
lineamientos legales en cuanto al proceso sancionatorio ambiental decide devolver 
el material forestal decomisado a su propietario, y se obliga a sembrar cien 100 
árboles de especies forestales protectoras, sobre la microcuenca de Chaitan. Esto 
considerando que la siembra de estos árboles trae más beneficios que el 




Resolución267 de 2015 (CORPONARIÑO) 
Se inicia apertura a investigación contra la señora MARIA EUNICE MELO por la 
descarga de aguas residuales de la marranera sobre la fuente hídrica aledaña al 
predio, rio Guiza del municipio de Mallama – Nariño. En razón a esto como medida 
preventiva se establece por parte de la autoridad ambiental la suspensión 
inmediata de la descarga de aguas residuales.  
En el pliego de formulación de cargos se le informa a  la  investigada que no 
realizo el trámite de permiso de vertimientos de aguan ante la autoridad ambiental 
competente, no cuenta con un sistema de tratamiento de agua residuales que 
permitan dar cumplimiento a los parámetros establecidos por la norma por tal 
razón el accionar de la investigada genero daño al medio ambiente, de esta 
manera la investigada manifiesta en sus descargos que la actividad que realiza es 
la cria de cerdos y que es el único sustento de ella y de su familia, también reitera 
que efectivamente radico el estudio técnico para la obtención del permiso pero 
tuvo inconvenientes para la recolección de alguna información, a lo cual presenta 
las pruebas correspondientes. Por lo cual se realiza visita ocular al lugar por parte 
de la autoridad ambiental donde no se evidencia la presencia de vectores ni malos 
olores dentro y fuera de la marranera- ya que es lavada constantemente con agua 
y jabón. El estiércol producido es abono para los cultivos de la zona.  
 
De acuerdo a esto la COROPONARIÑO considera interponer a la infractora 
Trabajo comunitario, con la recolección de aproximadamente un kilo de semillas 




predios donde se encuentra ubicada la bocatoma del acueducto, documentar con 

























Los procesos sancionatorios ambientales en el derecho colombiano se constituyen 
como una garantía jurídica por medio del cual se busca la preservación del medio 
ambiente y los recursos naturales en cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado y de la responsabilidad que le ha sido atribuida. 
En este sentido, por medio del presente estudio de investigación se realizó un 
análisis sobre el fundamento jurídico de carácter internacional y nacional existente 
de los mecanismos y garantías de derecho ambiental, en donde se identifica un 
reciente y paulatino proceso de protección a los derechos del medio ambiente en 
el ámbito nacional. 
De igual manera, se identifica la existencia de un procedimiento sancionatorio 
ambiental que ha sido incorporado al sistema jurídico colombiano por medio de la 
Ley 1333 de 2009; en donde se han referido de manera clara y expresa cada una 
de las etapas que se deben cumplir en garantía de los derechos fundamentales al 
debido proceso y el derecho a la defensa, así mismo, se hace alusión al estudio 
sistemático de fallos de tutela de la Corte Constitucional en donde se enfatiza en 
la protección del medio ambiente como un derecho de carácter individual y 
colectivo.  
Finalmente, por medio del tercer capítulo se establecen los parámetros 
jurisprudenciales de la Corte Constitucional respecto al régimen sancionatorio en 




pública de inconstitucionalidad en contra de la Ley 1333 de 2009 durante el 
periodo correspondiente a 2009 –2018, en donde se destaca que ninguna de ellas 
ha prosperado. 
De igual manera, en relación al problema jurídico; ¿Los procesos sancionatorios 
ambientales en el derecho colombiano garantizan la preservación del medio 
ambiente y los recursos naturales?, se ha identificado una respuesta de carácter 
positivo en donde se ratifica un amplio margen normativo y jurisprudencial por 
medio del cual se ha buscado brindar una especial protección a los derechos 
ambientales en Colombia.  
No obstante, derivado del análisis de  las demandas de inconstitucionalidad 
realizado se enfatiza en la ausencia de un listado claro y expreso de las acciones 
que son consideradas vulneradoras de los derechos ambientales y por medio de 
las cuales se genera una afectación a los recursos naturales del ecosistema 
colombiano, lo anterior, con la finalidad de crear un escenario de mayor seguridad 
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